ITINERARIOS DE TRANSPORTE PUBLICO, SU FIJACION ES COMPETENCIA DE LA SECRETARIA DE VIALIDAD Y TRANSPORTE DEL ESTADO.- El artículo 115 constitucional no da atribuciones a los Ayuntamientos en materia de los servicios públicos de vialidad, tránsito y transporte, a excepción de lo contemplado por su fracción III inciso “h”, que le concede facultades únicamente por lo que ve a la policía de tránsito. En el mismo sentido, se tiene que el artículo 21 fracción I de la Ley de los Servicios de Vialidad, Tránsito y Transporte concede a los Ayuntamientos la facultad para expedir reglamentos en la materia, y, en su fracción X, la facultad para determinar las rutas de los vehículos destinados al servicio público de transporte de pasajeros, pero con el acuerdo previo con las autoridades competentes, que, en esta materia, resulta ser la propia Secretaría de Vialidad y Transporte de la entidad a través del Centro Estatal de Investigación de la Vialidad y el Transporte, según lo prevé el numeral 112 del Reglamento de la Ley de los Servicios de Vialidad, Tránsito y Transporte del Estado. De esta forma, resulta que el Ayuntamiento no puede, por un mero acuerdo de cabildo, modificar los itinerarios o rutas de transporte público, sino que se requiere la intervención de la autoridad estatal competente. 

Juicio de Nulidad I-B 217/2000.- Autotransportes La Alteña, S.A. de C.V., Autotransportes Unidos Arandas Guadalajara, S.A. de C.V., Autobuses de la Piedad, S.A. de C.V., Omnbibus del Bajío, S.A. de C.V., y Omnibus del Jorullo, S.A. de C.V. Vs. Cabildo Municipal de San Miguel el Alto, Jalisco y Director de Tránsito Municipal de la misma localidad.- 20 de junio del año 2001.- Magistrado ponente: Eleuterio Valencia Carranza.- Secretario: Bertha Alicia Esparza Hernández. 

